
La legislación andaluza considera situaciones de desamparo, las 

previstas en el artículo 23.1 de la Ley 1/1998, de 20 de abril. 

 
� El abandono voluntario del menor por parte de su familia.  

� Ausencia de escolarización habitual del menor.  

� La existencia de malos tratos físicos o psíquicos o de abusos sexuales por parte 

de las personas de la unidad familiar o de terceros con consentimiento de éstas.  

� La inducción a la mendicidad, delincuencia o prostitución, o cualquier otra 

explotación económica del menor de análoga naturaleza.  

� La drogadicción o el alcoholismo habitual del menor con el consentimiento o la 

tolerancia de los padres o guardadores.  

� El trastorno mental grave de los padres o guardadores que impida el normal 

ejercicio de la patria potestad o la guarda.  

� Drogadicción habitual en las personas que integran la unidad familiar y, en 

especial, de los padres, tutores o guardadores del menor, siempre que incida 

gravemente en el desarrollo y bienestar del menor.  

� La convivencia en un entorno socio-familiar que deteriore gravemente la 

integridad moral del menor o perjudique el desarrollo de su personalidad.  

� La falta de las personas a las cuales corresponde ejercer las funciones de guarda 

o cuando estas personas estén imposibilitadas para ejercerlas o en situación de 

ejercerlas con peligro grave para el menor. 

 


